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				Presentación

				El presente libro gira en torno al controvertido y cada vez más relevante derecho humano al desarrollo, dividiéndose en cuatro partes bien delimitadas: la primera es introductoria y aborda el contexto, el concepto y los problemas del citado derecho. Seguidamente, y a partir de ahí, se abordan temas más concretos tales como mujer y desarrollo y personas migrantes y desarrollo. Por último, se analizan los nuevos retos para alcanzar un desarrollo humano y sostenible desde distintos enfoques y espacialmente desde los Objetivos de Desarrollo del Milenio de Naciones Unidas. 

				En suma, en este volumen colectivo se pretende poner en evidencia el alcance de los cambios operados en la comprensión del derecho humano al desarrollo junto a los aspectos más destacados y actuales del mismo. A la par que se analizan sus pilares y lineamentos básicos en un equilibrio entre lo teórico y lo práctico, siendo el objetivo último el encontrar un modelo que sea capaz de llevar a cabo un proyecto de desarrollo real y efectivo, en el que su discurso se centre en el compromiso de reconstrucción jurídica y política. 

				Por todo lo indicado, el interés del trabajo se extiende a todos los operadores jurídicos y, en general, a todas las personas interesadas en las cuestiones de actualidad en las que se encuentra inmersa la cooperación para el desarrollo y los derechos humanos.
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				I. El derecho humano al desarrollo: contexto, fundamentos y problemas

			

		

	
		
			
				Capítulo 1

				El derecho al desarrollo: ¿Otros veinticinco años de diálogo de sordos?

				FELIPE GÓMEZ ISA

				Universidad de Deusto

				Instituto de Derechos Humanos Pedro Arrupe

				No es por acción de la naturaleza que más de 1.000 millones de personas están atrapadas en las garras de la pobreza. Es resultado de que se les haya negado el derecho humano fundamental al desarrollo.

				NAVI PILLAY

				Si he empezado mi reflexión con unas ilustrativas palabras de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en el acto oficial de conmemoración del vigésimo quinto aniversario de la adopción de la Declaración sobre el derecho al desarrollo celebrado en la Asamblea General de las Naciones el 8 de noviembre de 2011, es porque refleja muy bien la situación actual de negación sistemática de dicho derecho para una parte importante de la humanidad. Las condiciones de vida que afectan a los millones de personas que continúan sumidas en la pobreza y en la exclusión abren la puerta a una auténtica violación estructural del conjunto de los derechos humanos, incluyendo el derecho humano al desarrollo1, un derecho cuyo reconocimiento y ejercicio son urgentes para una parte significativa de la humanidad2. Desgraciadamente, a pesar de que se han producido avances muy significativos tanto desde el punto de vista normativo como institucional, el debate sigue enfangado en aspectos de carácter político, con reminiscencias de los debates que lastraron las reflexiones acerca de los derechos humanos durante toda la época de la Guerra Fría y de la división Norte-Sur. Cuando se discute sobre el derecho al desarrollo, se siguen reproduciendo algunos de los clichés ideológicos que han condicionado el poder centrarse en las medidas necesarias para la implementación de dicho derecho. Como puso de manifiesto el Secretario General de las Naciones Unidas en el mismo acto conmemorativo de la Declaración sobre el derecho al desarrollo, «sobre el papel, la Declaración ha estado viva, pero, en la práctica, ha ido languideciendo progresivamente».

				El derecho al desarrollo es un derecho de muy reciente aparición, dado que data de los años setenta del siglo XX, con el surgimiento de los derechos humanos de la tercera generación3, también denominados derechos de la solidaridad. Este derecho4, junto con el derecho a la paz, el derecho al medio ambiente, el derecho a disfrutar del patrimonio común de la humanidad o el derecho a la asistencia humanitaria, cierra, por el momento, el proceso de evolución de los derechos humanos iniciado con la Revolución Francesa. La famosa proclama revolucionaria «libertad, igualdad y fraternidad» ha dado lugar a la aparición de las llamadas tres generaciones de derechos humanos, término este el de generación que, si bien no es del agrado de la mayor parte de la doctrina por haber sido superado, nos sirve para analizar la evolución de los derechos humanos en perspectiva histórica. En este sentido, si la libertad dio lugar, en un primer momento, a la aparición de los derechos civiles y políticos, la igualdad, en cambio, sirvió como principio inspirador para el reconocimiento progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales a finales del siglo XIX y principios del siglo XX. Finalmente, a partir de los años setenta del siglo pasado, la fraternidad en su acepción moderna, la solidaridad, dio paso a la pugna por el intento de proclamar los derechos de la tercera generación, proceso que sigue abierto en estos mismos momentos5. Si bien derechos como el derecho al desarrollo o el derecho a disfrutar del patrimonio común de la humanidad han gozado de un cierto reconocimiento jurídico internacional, en cambio, el derecho al medio ambiente6 o el derecho a la paz7 están todavía en fases muy tempranas de consagración.

				1. Evolución del derecho al desarrollo

				La primera definición y caracterización del derecho al desarrollo como derecho humano se la debemos al jurista senegalés Keba M’Baye, quien, en la sesión inaugural del Curso de Derechos Humanos de Estrasburgo en 1972, pronunció una conferencia sobre el derecho al desarrollo en el ámbito internacional8. No es ninguna casualidad que sean autores procedentes del tercer mundo, y fundamentalmente de África, los que se encuentren detrás de la elaboración doctrinal en torno a la idea del derecho al desarrollo como derecho humano.

				Muy pronto el tema del derecho al desarrollo pasó a formar parte de la agenda de las Naciones Unidas. Fue la Comisión de Derechos Humanos de la ONU quien reconoció por primera vez de forma oficial la existencia de un derecho humano al desarrollo, mediante la resolución 4 (XXXIII), de 21 de febrero de 1977. En esta resolución se pide al Secretario General de las Naciones Unidas que efectúe un estudio sobre «las dimensiones internacionales del derecho al desarrollo como derecho humano». En 1979, la Comisión de Derechos Humanos, en su resolución 5 (XXXV) de 2 de marzo, «reitera que el derecho al desarrollo es un derecho humano y que la igualdad de oportunidades es una prerrogativa tanto de las naciones como de los individuos que forman las naciones»9. 

				Por su parte, la Asamblea General de la ONU también ha reconocido en diversas resoluciones el derecho al desarrollo como derecho humano. Es en la resolución 34/46, de 23 de noviembre de 1979, donde la Asamblea General subraya por primera vez que «el derecho al desarrollo es un derecho humano».

				En 1981, la Comisión de Derechos Humanos crea un Grupo de Trabajo de Expertos Gubernamentales para que trabajase sobre la caracterización del derecho al desarrollo como derecho humano y sobre la redacción de un proyecto de Declaración sobre el derecho al desarrollo. Tras varios períodos de sesiones, y con profundas divergencias en su seno, se presentó a la Asamblea General un proyecto de Declaración sobre el derecho al desarrollo. Finalmente, esta Declaración fue aprobada el 4 de diciembre de 1986 mediante la resolución 41/128. Lo que no debemos perder nunca de vista es que esta importante Declaración, que cumple su vigésimo quinto aniversario en 2011, contó con el único voto en contra de Estados Unidos y con la abstención de ocho significativos países de la órbita occidental: Dinamarca, la República Federal de Alemania, el Reino Unido, Finlandia, Islandia, Suecia, Japón e Israel. A pesar de esto, la Declaración suscitó el voto favorable de 146 Estados de la comunidad internacional, entre ellos el del Estado español.

				Con posterioridad, la Declaración de Río, fruto de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en junio de 1992, vuelve a proclamar el derecho al desarrollo, vinculándolo de una forma muy estrecha con la protección del medio ambiente, es decir, el derecho al desarrollo se debe ejercer de tal forma que no ponga en peligro el ecosistema global. Es el principio número 3 de esta Declaración el que establece que «el derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras»10. Observamos que el derecho al desarrollo debe ser el derecho a un desarrollo sostenible.

				La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en junio de 1993 supone un importante y decisivo eslabón en la cadena que representa la génesis del derecho al desarrollo. Tanto en los debates preparatorios de la Conferencia como en su Documento Final, el derecho al desarrollo ocupó un lugar preeminente. Así, la Declaración de Viena, tras subrayar en su párrafo 8 que «la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente», dedica por entero el párrafo 10 al derecho al desarrollo. En este párrafo, del que tan solo citamos una parte, 

				[…] la Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho al desarrollo, según se proclama en la Declaración sobre el derecho al desarrollo, como derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales11.

				En este sentido, el profesor Fernando Mariño, presente en la Conferencia de Viena, señala que en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos se hace «una vigorosa reafirmación del derecho al desarrollo como derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales»12. Además, debemos subrayar que la Declaración Final de la Conferencia de Viena fue adoptada por consenso de todos los Estados presentes en la Conferencia, por lo que se ha llegado a afirmar que «el derecho al desarrollo tiene hoy un sustento jurídico más firme que el que se basaba en la Declaración sobre el derecho al desarrollo de 1986»13. 

				Asimismo, posteriores Conferencias Internacionales auspiciadas por las Naciones Unidas han vuelto a reiterar la importancia del reconocimiento del derecho humano al desarrollo. En este sentido, la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, celebrada en El Cairo del 5 al 13 de septiembre de 1994, estableció que

				el derecho al desarrollo es un derecho universal e inalienable y es parte integrante de los derechos humanos fundamentales, y la persona humana es el elemento central del desarrollo. Si bien el desarrollo facilita el goce de todos los derechos humanos, no puede invocarse la falta de desarrollo para justificar la limitación de los derechos humanos internacionalmente reconocidos […]14.

				En la misma línea, la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social15, la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres16, la Cumbre del Milenio17, la Conferencia Mundial sobre el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y formas conexas de intolerancia18 o la Cumbre Mundial sobre desarrollo sostenible19 se han referido explícitamente a la necesidad de realizar el derecho al desarrollo para avanzar de manera significativa en los temas objeto de debate. Un momento muy relevante en el que se hizo una fuerte reivindicación de la necesidad de implementación del derecho al desarrollo fue en la Cumbre Mundial de 2005 con ocasión de la celebración del sesenta aniversario de la Organización de las Naciones Unidas, en la que la Asamblea General se refirió a la necesidad de poner en marcha la maquinaria necesaria para el ejercicio efectivo del derecho al desarrollo20. Como veremos con posterioridad, esta es la dinámica actual en la que se encuentra inmerso el derecho al desarrollo, la que tiene que ver con las formas y mecanismos para su implementación a los veinticinco años de la adopción de la Declaración sobre el derecho al desarrollo. 

				2. Status jurídico del derecho al desarrollo

				Uno de los problemas más relevantes en relación con el derecho al desarrollo es el que hace referencia a su valor jurídico, es decir, cuál es el grado de normatividad jurídico-internacional que ha alcanzado el derecho al desarrollo considerado como un derecho humano. Estamos ante un problema de una enorme relevancia, ya que puede condicionar, y de hecho lo hace, el ejercicio y la puesta en práctica de este derecho.

				En primer lugar, tenemos que constatar que, salvo la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos21, ningún tratado internacional de ámbito universal ha reconocido expresamente el derecho al desarrollo. Tan solo resoluciones de la Asamblea General y de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, así como las referencias que figuran en los documentos finales de las grandes Cumbres Mundiales, han consagrado jurídicamente este nuevo derecho. 

				Para un sector doctrinal, el derecho al desarrollo, a pesar de no haber sido reconocido convencionalmente de forma expresa, se puede deducir de diferentes instrumentos internacionales de carácter convencional. Entre estos textos citan la Carta de las Naciones Unidas y los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, complementados por toda una serie de resoluciones y Declaraciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Una opinión privilegiada en este sentido es la del Secretario General de las Naciones Unidas, para quien, 

				el análisis de las normas jurídicas realizado pone de relieve la existencia de un importantísimo conjunto de principios basados en la Carta de las Naciones Unidas y la Carta Internacional de los Derechos Humanos, y reforzados por diversos Convenios, Declaraciones y resoluciones, que demuestran la existencia en el Derecho Internacional de un derecho humano al desarrollo22.

				Idéntica opinión es la manifestada por el profesor Ángel Chueca, para quien de todos estos instrumentos internacionales analizados, al que se une en 1986 la Declaración sobre el derecho al desarrollo, «ha de deducirse que la positivación del derecho al desarrollo no es un fenómeno emergente sino consolidado. Estamos ante un derecho formulado en términos jurídicos, regulado por el Derecho Internacional; la obligatoriedad jurídica de este derecho es además asumida (de uno modo más o menos claro) por los Estados, las Organizaciones Internacionales e incluso muchos individuos»23.

				Sin embargo, la opinión más extendida entre la doctrina iusinternacionalista que ha prestado atención al derecho al desarrollo es que este derecho está todavía en proceso de positivación, en vías de adquisición de normatividad internacional. En palabras de Juan Carlos Hitters, el derecho al desarrollo sería un derecho «en vías de desarrollo»24.

				Ahora bien, no todos los autores aceptan la idea de un derecho humano al desarrollo. Para determinados internacionalistas25, provenientes en su mayor parte del ámbito occidental, el derecho al desarrollo, además de no contar con ninguna base ni ética ni jurídica, supone un daño grave para la teoría de los derechos humanos, dado que contribuye a diluir y a difuminar las anteriores generaciones de derechos humanos. El poner el acento en los derechos humanos de la tercera generación supondría dejar de lado los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales. 

				3. Sujetos del derecho al desarrollo

				3.1. Polémica entre los derechos individuales y los derechos colectivos

				La tradición de los derechos humanos se remonta a las revoluciones liberales del siglo XVIII que ponían el acento en las libertades del individuo frente al Estado. Los derechos humanos eran fruto de una modernidad antropocéntrica e individualista26, siendo el ser humano el núcleo exclusivo sobre el que giraban dichos derechos. Se trataba de un individuo considerado en abstracto del que se predicaban determinados derechos de carácter formal; no se atendía en ningún momento a las diferentes circunstancias, económicas, sociales o culturales, que condicionaban el disfrute de esos derechos, a sus condiciones de posibilidad. Esta visión liberal individualista de los derechos humanos ha marcado la evolución de los mismos y ha venido a configurar su propia naturaleza jurídica, siendo una aproximación que sigue siendo actualmente la predominante, sobre todo en el ámbito occidental27.

				Sin embargo, esta tradición liberal ha venido siendo sometida a tensiones ya desde mediados del siglo XIX, con la aparición de doctrinas políticas y económicas que vinieron a criticar el enfoque excesivamente individualista de los derechos humanos, que olvidaba por completo la ineludible dimensión social de los mismos. En este sentido, el marxismo jugó un papel fundamental al poner de manifiesto una contradicción inherente a los derechos humanos. Lo que venía a señalar el marxismo es que los derechos humanos tal y como estaban reconocidos y garantizados se convertían en meras libertades formales si, al mismo tiempo, no se trataba de asegurar sus condiciones de posibilidad, es decir, las condiciones de carácter económico, social y cultural que rodean el ejercicio de las libertades. Los derechos humanos no se podían dirigir exclusivamente a un ser humano considerado en abstracto sino que era necesario considerar a la persona concreta, a la persona situada en un determinado contexto28.

				Otro motivo de tensión para la teoría clásica de los derechos humanos, que se ha venido a unir a la que acabamos de comentar, es la producida por la aparición tras la Segunda Guerra Mundial de sujetos colectivos que han ido adquiriendo protagonismo y que han comenzado a reclamar derechos tanto en el ámbito interno como en el internacional29. Estos sujetos de naturaleza colectiva son, fundamentalmente, los pueblos, y, más recientemente, los pueblos indígenas e, incluso, se ha llegado a cuestionar si la propia humanidad se ha convertido en sujeto de derechos30. Desde esta perspectiva, se defiende que existen determinados intereses que trascienden los intereses estrictamente individuales y que, en consecuencia, hay que proceder al reconocimiento de determinados derechos colectivos para una defensa adecuada de dichos intereses. Mediante el reconocimiento y la garantía de los derechos individuales no se pueden defender de una manera efectiva esos intereses de naturaleza colectiva; es necesario un reconocimiento de los entes colectivos como auténticos titulares de derechos humanos31. Además del derecho de autodeterminación de los pueblos, que hace su aparición, como veremos, en el escenario jurídico internacional con la Carta de las Naciones en 1945, a partir de los años setenta han surgido los denominados derechos de la tercera generación o derechos de la solidaridad. Estos nuevos derechos humanos van a tener como una de sus características fundamentales el ser derechos tanto individuales como colectivos, aunque esta doble titularidad no ha estado exenta de problemas y de divergencias, animadas fundamentalmente por determinados países occidentales que no comulgan ni con la concepción general de estos derechos ni con su doble titularidad32.

				Una de las razones más sólidas y más extendidas para explicar el recelo existente ante la categoría de los derechos colectivos es que estos pueden suponer un auténtico peligro para la pervivencia de los derechos individuales33. Un excesivo énfasis en los derechos colectivos conlleva un riesgo de debilitamiento de los derechos de los individuos, como algunas experiencias históricas se han encargado, desgraciadamente, de demostrar. En este sentido, Angustias Moreno nos previene del

				desplazamiento de lo individual hacia lo colectivo que se está produciendo en el tratamiento internacional de los derechos humanos […], lo que puede suponer una absorción de los derechos del individuo por los del grupo y de los de éste por el Estado que haga desaparecer la noción de derechos humanos del orden internacional o, cuando menos, la vacíe absolutamente de contenido34.

				El único antídoto contra esta auténtica perversión y manipulación de los derechos colectivos es afirmar la indivisibilidad de los derechos individuales y los derechos colectivos, es decir, tanto unos como otros son indispensables para la garantía de la dignidad humana, son «complementarios»35. Esto nos lleva a reafirmar la idea de que para proteger unos determinados derechos colectivos no se podría atentar contra derechos de carácter individual. Nos encontramos ante una tesitura en la que hay que tratar de armonizar y de encontrar equilibrios entre los derechos individuales y los derechos colectivos, lo cual no siempre va a resultar sencillo; se trata, en definitiva, de buscar un término medio entre los intereses de la comunidad en su conjunto y los del individuo. Como ha puesto de manifiesto en este sentido Theo Van Boven, 

				la noción de los derechos de los pueblos no es en sí misma destructora de los derechos humanos individuales; es más, sitúa a los derechos de los pueblos y a los derechos humanos individuales en una relación dialéctica y positiva, apoyándose mutuamente y como conceptos complementarios. Tanto los derechos de los pueblos como los derechos humanos representan aspiraciones y objetivos humanos y reflejan inherentemente la búsqueda de la justicia36.

				Una vez analizada la controversia entre los derechos individuales y los derechos colectivos, vamos a ver a continuación cómo se trasladó este debate a las discusiones en torno a los sujetos del derecho al desarrollo.

				3.2. Sujetos del derecho al desarrollo en la Declaración sobre el derecho al desarrollo

				Tal y como se desprende de las propias discusiones en torno al derecho al desarrollo como del propio texto sustantivo del principal instrumento internacional con el que cuenta este derecho, la Declaración sobre el derecho al desarrollo va a tratar de ser consecuente con esta indivisibilidad e interdependencia de los derechos individuales y los derechos colectivos. Es el artículo 1.1 de la Declaración el que expresa cuál es su concepción respecto a los titulares del derecho al desarrollo como derecho humano. Así, este artículo 1.1 dispone lo siguiente:

				El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él (la cursiva es nuestra).

				Por su parte, y abundando en este tema de los sujetos del derecho al desarrollo, el artículo 2.1 de la Declaración que venimos comentando señala que

				la persona humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo. 

				Como podemos observar, la Declaración sobre el derecho al desarrollo opta por una postura de equilibrio, de síntesis, respecto a los sujetos del derecho al desarrollo, un equilibrio entre la faceta individual y la faceta colectiva de este derecho humano. En este sentido, para Bedjaoui, «la Declaración sobre el derecho al desarrollo define, en una posición muy equilibrada y ecuánime, el derecho al desarrollo como un derecho tanto colectivo como individual»37.

				3.3. Los pueblos indígenas como titulares del derecho al desarrollo

				Los pueblos indígenas ni siquiera se mencionan en la Declaración sobre el derecho al desarrollo, constituyéndose así en unos de los «grandes olvidados» de la Declaración38. Y este olvido tenemos que reconocer que es un olvido plenamente consciente, dado que hubo propuestas en el sentido de incorporar expresamente a los pueblos indígenas como titulares del derecho al desarrollo y estas propuestas fueron desechadas. A pesar de ello, diferentes autores han reconocido que etnias, minorías y pueblos indígenas también deben pasar a ser sujetos activos del derecho al desarrollo39. Y ello, sobre todo, tras constatar que los pueblos indígenas se encuentran entre los principales damnificados de políticas de desarrollo inadecuadas y que no han tenido en cuenta sus intereses, necesidades y sus particulares formas de entender y concebir el mundo40. A pesar de que estos pueblos no aparecen mencionados en la Declaración sobre el derecho al desarrollo, desde diferentes instancias se ha defendido su inclusión entre los sujetos del derecho al desarrollo. Así, Koen De Feyter señala la necesidad de incluir a los pueblos indígenas entre los titulares del derecho al desarrollo si queremos preservar su identidad e, incluso, su propia supervivencia41, postura que es compartida por otros autores que han prestado atención al derecho al desarrollo y su relación con las poblaciones indígenas42. 

				Para, de alguna forma, tratar de colmar la laguna presente en la Declaración sobre el derecho al desarrollo de 1986, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, adoptado el 27 de junio de 1989, realiza algunos reconocimientos interesantes de determinados derechos colectivos desde la óptica del desarrollo de los pueblos indígenas. En concreto, el artículo 7 del Convenio se refiere a que «los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que este afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual […], y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural […]». Por su parte, el artículo 13 dispone que «[…] los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras y territorios […] y, en particular, los aspectos colectivos de esta relación» (la cursiva es nuestra). No podemos olvidar, como muy bien pone de manifiesto este artículo, la dimensión colectiva inherente a la cosmovisión indígena relativa a su relación con la tierra y al derecho de propiedad sobre ella, aspectos fundamentales para un adecuado desarrollo de los pueblos indígenas, un desarrollo que pasa necesariamente por su relación especial con su territorio43. En coherencia con este planteamiento, el artículo 14 del Convenio que venimos analizando va a reconocer un derecho de propiedad de carácter colectivo para los pueblos indígenas. En virtud de esta disposición, «deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan».

				Ahora bien, sin ninguna duda el reconocimiento jurídico más claro de los pueblos indígenas como titulares del derecho al desarrollo ha venido de la mano de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas44 aprobada en septiembre de 2007 tras un largo proceso de negociación en el que han tenido una destacada participación los propios pueblos indígenas. Como reconoce el artículo 23 de esta Declaración, «los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar prioridades y estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo [...]». (la cursiva es nuestra). Esperemos que esta Declaración contribuya a cubrir una laguna que ha lastrado durante demasiado tiempo el ejercicio del derecho al desarrollo por parte de los pueblos indígenas, uno de los colectivos que lo necesita con mayor urgencia45.

				4. Principales elementos del contenido del derecho al desarrollo

				En primer lugar, respecto al contenido del derecho humano al desarrollo, debemos mencionar que al derecho al desarrollo se le considera como un derecho-síntesis, es decir, es un derecho que integra el conjunto de los derechos humanos; su último objetivo sería la promoción y la aplicación del conjunto de los derechos humanos, tanto en el ámbito nacional como internacional. En el fondo, el derecho al desarrollo pretende un reforzamiento y una profundización de la indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos. El derecho al desarrollo viene a reconocer que no cabe un verdadero desarrollo sin la efectiva implementación de todos los derechos humanos. Los derechos humanos se van a convertir en un elemento importante de todo proceso de desarrollo, como se reconoce en los artículos 5 y 6 de la propia Declaración sobre el derecho al desarrollo de 1986. Es significativo al respecto que en la Declaración se cite expresamente las violaciones de derechos humanos como uno de los principales obstáculos a la realización del derecho al desarrollo. Es el artículo 6, en su párrafo 3.º, el que señala que «los Estados deben adoptar medidas para eliminar los obstáculos al desarrollo resultantes de la inobservancia de los derechos civiles y políticos, así como de los derechos económicos, sociales y culturales».

				Un elemento del contenido del derecho al desarrollo que sobresale en la Declaración sobre el derecho al desarrollo es que, como ya hemos mencionado, la persona humana va a ser considerada como «el sujeto central del desarrollo y debe ser el participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo» (art. 2.1). Éste es un paso de unas enormes consecuencias para el pensamiento sobre el desarrollo, ya que supone reconocer que todo proceso de desarrollo debe tener como último objetivo a los hombres y mujeres y su participación en dicho proceso. Lo que se constata en la Declaración sobre el derecho al desarrollo es que el desarrollo no se puede conseguir, como muchas veces se ha pretendido, volviendo la espalda a las necesidades básicas de los individuos. En último término, se trata de caminar hacia un desarrollo humano, como el auspiciado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) desde 199046, es decir, aquel desarrollo que prioriza las necesidades básicas de las personas en campos como la educación, la salud, la vivienda, la protección de los derechos humanos47.

				Otro elemento esencial del derecho al desarrollo es el deber de los Estados de cooperar para el desarrollo y para el establecimiento de un Nuevo Orden Económico Internacional. En este sentido, el artículo 3.3 de la Declaración a la que nos venimos refiriendo establece que 

				los Estados tienen el deber de cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los obstáculos al desarrollo. Los Estados deben realizar sus derechos y sus deberes de modo que promuevan un nuevo orden económico internacional basado en la igualdad soberana, la interdependencia, el interés común y la cooperación entre todos los Estados, y que fomenten la observancia y el disfrute de los derechos humanos.

				El desarme, tanto en la esfera nacional como internacional, va a ser otra de las condiciones indispensables para la implementación del derecho al desarrollo, «utilizando los recursos liberados para el desarrollo global, en particular en los países en desarrollo» (art. 7 de la Declaración). Sin embargo, éste fue uno de los puntos más polémicos en las discusiones sobre el derecho al desarrollo, motivando, junto con otros factores, el voto negativo de Estados Unidos y las abstenciones de otros países.

				Un aspecto igualmente esencial para una efectiva realización del derecho al desarrollo es la participación popular. Y es que, como señala acertadamente Álvarez Vita al respecto, 

				es imposible imaginar un proceso de desarrollo divorciado de la participación popular. Solo a través del contacto directo y permanente con la población a través de los partidos políticos, con el patrono y los obreros, con los sindicatos, mujeres, consumidores, campesinos, intelectuales, jóvenes, la tercera edad, los enfermos, minusválidos, minorías, marginados y todos los demás grupos sociales, se puede llegar a conocer la situación socio-económica, a formar a los miembros de la sociedad y a superar los obstáculos psicológicos que tiene el proceso de desarrollo»48.

				La Declaración sobre el derecho al desarrollo, plenamente consciente del rol crucial de la participación en la puesta en práctica del derecho al desarrollo, dedica el artículo 8.2 a este aspecto, disponiendo que «los Estados deben alentar la participación popular en todas las esferas como factor importante para el desarrollo y para la plena realización de todos los derechos humanos». En última instancia, ello supone avanzar hacia lo que Dilys Hill denomina desarrollo participativo, es decir, un desarrollo en el cual la participación de la población involucrada sea uno de los aspectos esenciales y definitorios; en suma, un people-centred development49.

				Por otro lado, dentro de la participación popular, se ha concedido una especial importancia a la participación de las mujeres en los procesos de desarrollo. Y es que desde hace varias décadas, principalmente a partir de los años sesenta, se ha venido reconociendo con insistencia el papel que las mujeres pueden y deben desempeñar en todo proceso de desarrollo, papel que se ha visto, en gran medida, infravalorado y subestimado. Las propias Naciones Unidas no han tenido otro remedio que reconocer «el papel central de la mujer en el progreso económico y social general de una sociedad»50. Por otro lado, también se constata que los efectos más adversos de las crisis económicas, principalmente en los países en desarrollo, los soportan las mujeres y las personas a su cargo, es decir, « la pobreza suele recaer con mayor fuerza en la mujer que, en general, está en desventaja»51. En este sentido, se ha acuñado un término que describe certeramente este fenómeno tanto nacional como internacionalmente, la feminización de la pobreza52. En la misma línea, se ha llegado a afirmar que la discriminación que sufren las mujeres en todo el mundo es «la principal causa de pobreza [...], un enorme obstáculo en el camino hacia una economía sostenible [...] y la principal causa del rápido crecimiento demográfico»53. Haciéndose eco de este nuevo planteamiento que otorga a las mujeres un papel privilegiado en la realización del derecho al desarrollo, el artículo 8 de la Declaración sobre el derecho al desarrollo señala que «deben adoptarse medidas eficaces para lograr que la mujer participe activamente en el proceso de desarrollo».

				Por último, y aunque no aparece en la Declaración de la Asamblea General de 1986, diferentes autores, entre ellos Nagendra Singh, han afirmado que el «desarrollo sostenible», tras la Declaración de Río de 1992, se ha convertido en un elemento básico del contenido del derecho al desarrollo54. No podemos olvidar que, como ya hemos señalado, el principio número 3 de la Declaración de Río reconoce que el derecho al desarrollo debe respetar los imperativos de la sostenibilidad ecológica. El derecho al desarrollo, desde esta nueva perspectiva, debe ser entendido como el derecho a un desarrollo sostenible, es decir, «aquel desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias»55. 

				Como podemos observar, el contenido básico del derecho al desarrollo apunta hacia una vinculación lo más estrecha posible entre desarrollo y derechos humanos, entre desarrollo y las necesidades básicas del ser humano. En el fondo, la Declaración sobre el derecho al desarrollo trata de promocionar un «desarrollo con rostro humano», un desarrollo con diferentes facetas: además de la económica, tradicional en los planteamientos sobre desarrollo, intenta integrar los aspectos sociales, culturales, ecológicos, etc., en todo proceso de desarrollo.

				5. Responsabilidades compartidas respecto del derecho al desarrollo

				A pesar de que la responsabilidad primordial en orden a la realización del derecho al desarrollo recae en los propios países, en particular en los países en desarrollo, sin embargo, estos esfuerzos tienen que ir acompañados necesariamente de medidas de carácter internacional. La aplicación del derecho al desarrollo es una auténtica responsabilidad compartida entre los países en desarrollo, los países industrializados y la comunidad internacional56. Esta postura fue asumida plenamente por el Grupo de Trabajo de Expertos Gubernamentales sobre el Derecho al Desarrollo que elaboró el proyecto de la Declaración sobre el derecho al desarrollo al reiterar que

				la promoción y aplicación de la Declaración sobre el derecho al desarrollo es una empresa de gran aliento que exige la adopción concertada de medidas nacionales e internacionales en la esfera política, económica, social, humanitaria y ambiental57.

				La propia Declaración sobre el derecho al desarrollo, por su parte, reconoce la pertinencia de medidas nacionales e internacionales para la aplicación del derecho al desarrollo. El pronunciamiento más claro al respecto quizá lo encontremos en el artículo 4.2 de la Declaración, donde se dispone que 

				[...] como complemento de los esfuerzos de los países en desarrollo es indispensable una cooperación internacional eficaz para proporcionar a esos países los medios y las facilidades adecuados para fomentar su desarrollo global.

				Asimismo, otro artículo significativo en el que se resalta de nuevo esta doble vertiente de la realización del derecho humano al desarrollo es el artículo 3.1 de la Declaración, en el que se subraya que «los Estados tienen el deber primordial de crear condiciones nacionales e internacionales para la realización del derecho al desarrollo». 

				Por lo tanto, podemos llegar a la conclusión de que la realización del derecho al desarrollo exige la adopción de medidas tanto en el ámbito interno como en el ámbito internacional. Es decir, el derecho humano al desarrollo «ha de ser impulsado por la comunidad internacional, por cada Estado y por cada persona»58.

				Esta última cita pone de relieve uno de los aspectos que normalmente han quedado olvidados en la realización del derecho al desarrollo, me estoy refiriendo al aspecto individual, es decir, la responsabilidad que tenemos todas y todos en orden a un respeto efectivo de un derecho tan importante como el derecho al desarrollo. La propia Declaración sobre el derecho al desarrollo es consciente del rol fundamental que tienen que jugar los individuos, dedicando su artículo 2.2 al reconocimiento de dicha responsabilidad. Tal y como se señala en este artículo,

				todos los seres humanos tienen, individual y colectivamente, la responsabilidad del desarrollo, teniendo en cuenta la necesidad del pleno respeto de sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como sus deberes para con la comunidad, único ámbito en que se puede asegurar la libre y plena realización del ser humano, y, por consiguiente, deben promover y proteger un orden político, social y económico apropiado para el desarrollo.

				Uno de los elementos que ha sido destacado al hilo de los deberes individuales relacionados con el ejercicio del derecho al desarrollo ha sido el nivel de consumo del que disfrutamos los ciudadanos de los países desarrollados. Desde una perspectiva solidaria con los pueblos del Tercer Mundo y con la situación ecológica del Planeta, el derecho al desarrollo exigiría la revisión de esos niveles de consumo, muchísimo más altos que el nivel medio del que disfrutan los ciudadanos de los países en desarrollo. En este sentido, el Secretario General de las Naciones Unidas ha puesto de manifiesto que «en general se reconoce que las actividades encaminadas a promover la realización universal del derecho al desarrollo deben comprender las dirigidas a garantizar una utilización prudente de los limitados recursos mundiales»59, es decir, «que aquellos que estén en mejor situación adopten estilos de vida acordes con las necesidades ecológicas del Planeta»60. Y es que, como sugieren los expertos, los niveles de consumo y de producción vigentes en los países desarrollados no son exportables a nivel mundial, no son susceptibles de universalización, dada la actual limitación de recursos, además de que suponen un grave peligro para la situación del medio ambiente a nivel nacional e internacional. Como señala acertadamente en este mismo sentido Ignacio Ellacuría, «el ideal práctico de la civilización occidental no es universalizable, ni siquiera materialmente, por cuanto no hay recursos materiales en la Tierra para que todos los países alcanzaran el mismo nivel de producción y consumo, usufructuado hoy por los países llamados ricos»61. Es decir, se está abogando desde diferentes instancias por una auténtica ética del consumo, teniendo en cuenta, en palabras de Adela Cortina, que «el primer criterio para discernir si una forma de consumo es justa consiste en considerar si puede universalizarse»62. 

				6. A modo de conclusiones

				Hemos visto cómo el surgimiento de los derechos de la solidaridad, en general, y del derecho al desarrollo, en particular, no ha estado exento de dificultades y sobresaltos. En el fondo, lo que pretende el derecho al desarrollo es de dar carta de naturaleza al enfoque estructural de los derechos humanos que ya figuraba en el tantas veces olvidado artículo 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Como señala esta disposición, «toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos». De lo que se trata es de remover los obstáculos estructurales que tanto en la esfera nacional como en la internacional militan en contra de un ejercicio efectivo del derecho al desarrollo de millones de personas en el planeta. Y, para ello, debemos reconocer que tanto los esfuerzos nacionales como la cooperación internacional son ingredientes absolutamente ineludibles.

				Han pasado ya veinticinco años desde que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobara por una amplia mayoría la Declaración sobre el derecho al desarrollo. Desde entonces, se ha convertido en una especie de mantra simbólico el referirse (en muchas ocasiones retóricamente63) a la necesidad de una realización efectiva del derecho al desarrollo. La última década ha sido testigo de algunos avances notables tanto normativos como institucionales que, eventualmente, podrían producir algún fruto. Me refiero fundamentalmente a la creación en 1995 de una sección específica para abordar el derecho al desarrollo en la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Asimismo, la Comisión de Derechos Humanos nombró en 1998 a un Experto Independiente sobre el derecho al desarrollo y procedió en el año 2000 a la creación de un Grupo de Trabajo de composición abierta sobre el derecho al desarrollo, ambos con el objetivo de vislumbrar medidas concretas para la realización del derecho al desarrollo. En este sentido, se ha creado en 2004 un High Level Task Force que tiene la virtualidad de reunir sobre la misma mesa a expertos en derechos humanos y a representantes de organismos internacionales del campo del desarrollo, del comercio y del sector financiero64. Un rasgo evidente de esta nueva dinámica en la que ha entrado el derecho al desarrollo es que el Consejo de Derechos Humanos ha encargado en marzo de 200765 al Grupo de Trabajo sobre el derecho al desarrollo que comience a trabajar gradualmente sobre la consideración de un instrumento de naturaleza vinculante sobre el derecho al desarrollo, algo que, en opinión de algunos, podría haber conducido a la aprobación de dicho instrumento como homenaje al vigésimo quinto aniversario de la aprobación de la Declaración sobre el derecho al desarrollo66. Desgraciadamente, no ha sido así, y debemos reconocer que este vigésimo quinto Aniversario ha pasado sin pena ni gloria, sin avances significativos que podamos consignar.

				Recordemos que en octubre de 2010, el Consejo de Derechos Humanos volvió a referirse a la eventual aprobación de una «normativa jurídica internacional de carácter vinculante»67. A pesar de esta reiteración retórica, las espadas siguen en alto, y subsisten profundas divergencias entre los países en torno al alcance del derecho al desarrollo y, sobre todo, en torno a la pertinencia o no de aprobar un instrumento de carácter vinculante. La Unión Europea, junto con países como Estados Unidos o Noruega, ha sido uno de los grupos de países más beligerantes contra la adopción de un instrumento jurídicamente vinculante sobre el derecho al desarrollo68. Además, insisten en que la responsabilidad fundamental del subdesarrollo descansa en los propios países en desarrollo, son ellos los que tienen que caminar hacia una mejor gobernanza.

				En cambio, el Movimiento de los Países No Alineados, el Grupo de los Estados de África o países tan significativos de América Latina como Brasil o México, sí que han apostado decididamente por la aprobación de un instrumento jurídico de carácter vinculante69, insistiendo también en la responsabilidad esencial de los países desarrollados en la realización del derecho al desarrollo mediante la cooperación internacional para la creación de un entorno internacional favorable al desarrollo. En esta línea, un argumento que merece la pena ser destacado para fundamentar la necesidad de reconocer e implementar el derecho al desarrollo es la apelación por parte de Cuba y otros países a la «responsabilidad histórica»70 de los países industrializados. En última instancia, la realización del derecho al desarrollo mediante la cooperación internacional de estos países privilegiados no sería más que la reparación por las injusticias perpetradas a lo largo de la historia71. Obviamente, este argumento no suscita el consenso de los antiguos imperios coloniales.

				En definitiva, vemos cómo los debates en torno al derecho al desarrollo siguen empantanados en dinámicas y discursos que nos recuerdan todavía la época de la Guerra Fría. Hemos perdido la oportunidad de la celebración del veinticinco Aniversario de la Declaración sobre el derecho al desarrollo para haber procedido a un debate más sereno, más pausado y con más rigor. Me temo que, de no mediar un cambio radical en los términos del debate y la discusión, estamos condenados a otros veinticinco años de diálogo de sordos.
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